
 

TESIS AISLADA I/2019 (10a.) 
 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. ES INADMISIBLE E 
INAPLICABLE TRATÁNDOSE DEL DELITO DE TORTURA, POR 
CONSTITUIR UNA VIOLACIÓN DIRECTA DE LA DIGNIDAD HUMANA. 
La prohibición de la tortura constituye una norma imperativa e inderogable 
del derecho internacional público. Uno de los elementos que contribuyó a 
la consolidación de esta prohibición con el carácter de absoluta, fue el 
hecho de que la tortura constituye una ofensa directa a la dignidad 
humana, razón por la que se le considera una de las más graves 
violaciones de derechos humanos. Esta condición es la que ha llevado a la 
Primera Sala a sostener que existe una obligación especial de analizar los 
casos de tortura bajo los estándares nacionales e internacionales. A su 
vez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido desde 
su sentencia en el caso Barrios Altos vs. Perú, que en casos de graves 
violaciones de derechos humanos, como lo es la tortura, los Estados 
deben abstenerse de recurrir a figuras como la prescripción, a fin de 
cumplir con sus obligaciones de investigar y sancionar este tipo de 
acciones. A la luz de lo anterior y en términos de la jurisprudencia P./J. 
21/2014 (10a.), debe concluirse que a pesar de que la prescripción en 
materia penal es una garantía que debe ser observada para todo imputado 
de un delito, en aras de no permitir que graves violaciones de derechos 
humanos gocen de condiciones de impunidad, es inadmisible e inaplicable 
respecto de la acción penal por el delito de tortura, con independencia del 
momento en que se alegue se haya cometido ese delito. 
 
Amparo en revisión 257/2018. 3 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
indicó que está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Nota: La citada jurisprudencia P./J. 21/2014 (10ª.), de rubro: 
"JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES 
MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA.", 
se publicó en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, 
Abril de 2014, Tomo I, página 204, con número de registro digital 2006225. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm.  
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA II/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA FAMILIAR. CONSTITUYE UNA 
GARANTÍA FRENTE AL ESTADO Y A LOS TERCEROS PARA QUE NO 
PUEDAN INTERVENIR ARBITRARIAMENTE EN LAS DECISIONES 
QUE CORRESPONDEN ÚNICAMENTE AL NÚCLEO FAMILIAR. Del 
derecho de protección de la familia, contenido en los artículos 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 17 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, deriva el respeto a la 
vida privada familiar, el cual está expresamente reconocido como derecho 
humano en los artículos 12 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y 16 de la Constitución Federal. En este sentido, el respeto a la 
vida privada y familiar constituye una garantía con la que cuenta la familia, 
acorde con un concepto sociológico y no biológico, que se origina en las 
relaciones humanas y que encuentra sus bases en la procuración de 
cariño, ayuda, lealtad y solidaridad. Así, el derecho a la vida privada 
familiar comporta una garantía frente al Estado y a los terceros para que 
no puedan intervenir arbitrariamente en las decisiones que corresponden 
únicamente al núcleo familiar. De esta manera, corresponde a los padres 
decidir, por ejemplo, si desean adoptar alguna religión o creencia, en 
dónde establecer su domicilio, qué hacer con su tiempo libre, a qué 
escuela llevar a los hijos y qué nombre ponerles, entre muchas otras 
elecciones que se manifiestan en la cotidianidad de la vida familiar. En 
cualquier caso, lo relevante es que las relaciones intrafamiliares puedan 
darse en un espacio libre de injerencias arbitrarias o injustificadas.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA III/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA FAMILIAR. AUTONOMÍA DE LOS 
PADRES PARA TOMAR DECISIONES SOBRE SUS HIJOS MENORES 
DE EDAD. El derecho a la vida privada familiar comporta una garantía 
frente al Estado y a los terceros para que no puedan intervenir 
injustificadamente en las decisiones que sólo corresponden al núcleo 
familiar; entre estas facultades está el derecho de los padres a tomar 
todas las decisiones concernientes sobre sus hijos, como las relativas a su 
cuidado, custodia y control. En este sentido, la protección de la familia 
frente a intrusiones del Estado descansa sobre el reconocimiento de que 
son los padres los más aptos para tomar decisiones sobre sus hijos, lo 
cual se basa en la presunción de que los padres actúan siempre buscando 
el mejor interés de sus hijos, es decir, los padres son quienes tienen un 
mayor afecto por ellos; conocen mejor sus intereses y deseos, debido a su 
proximidad; y, por tanto, generalmente pueden sopesar de mejor manera 
los intereses en conflicto y tomar la mejor decisión sobre sus hijos. Así, en 
la medida en la que se alineen con los intereses del menor, existe un 
amplio espectro de decisiones que los padres toman autónomamente 
respecto a sus hijos que se encuentra protegido prima facie por el derecho 
a la privacidad familiar. 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA IV/2019 (10a.) 
 
 

LIBERTAD RELIGIOSA. DEBERES QUE IMPONE AL ESTADO. La 
libertad religiosa es un derecho fundamental que garantiza la posibilidad 
real de que cualquier persona pueda practicar libremente su religión, tanto 
individualmente como asociado con otras personas, sin que pueda 
establecerse discriminación o trato jurídico diverso a los y las ciudadanas 
en razón de sus creencias; así como la igualdad del disfrute de la libertad 
de religión por todos los ciudadanos. Este derecho impone ciertos deberes 
a cargo del Estado para que se pueda materializar. Al respecto, es preciso 
que el Estado asuma un rol neutral e imparcial frente a las diversas 
religiones que se profesen en su territorio y se ha indicado su deber de 
promover la tolerancia entre los diversos grupos religiosos. Asimismo, el 
Estado debe abstenerse de intervenir injustificadamente en la 
organización de las comunidades religiosas, y reconocer que la autonomía 
de estas asociaciones es indispensable en una sociedad democrática. A 
través de estas garantías de protección y abstención el Estado se asegura 
de que los creyentes puedan efectivamente ejercer su libertad religiosa y 
que no se les inhiba de su expresión tanto en su ámbito interno como en el 
ejercicio de un culto público. Por lo demás, como cualquier otro derecho, 
la libertad religiosa no es absoluta, ya que está sometida a ciertos límites 
que la Constitución le impone: el imperio del orden jurídico, los derechos 
de los demás, la prevalencia del interés público y los propios derechos 
fundamentales de la persona frente a su ejercicio abusivo.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA V/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO DE LOS PADRES A IMPARTIR A SUS HIJOS MENORES DE 
EDAD UNA CREENCIA RELIGIOSA. Una decisión importante para los 
progenitores al interior del núcleo familiar consiste en determinar qué 
educación religiosa deben tener los hijos. Naturalmente, los padres tienen 
derecho a expresar sus creencias religiosas y morales, y de esta libertad 
en relación con el derecho a la vida privada y familiar, se desprende el 
derecho a educar a sus hijos en la fe que profesen. En la privacidad de las 
relaciones familiares, la libertad religiosa se expresa a través de las 
creencias que los padres desean inculcar a sus hijos. Así, constituye un 
derecho de los padres el formar a sus hijos en la religión que prefieran. La 
guía parental en este rubro permitirá no sólo que los niños aprendan 
aquellos valores morales, religiosos o espirituales que les sean inculcados 
por sus padres, sino que, conforme a la evolución facultativa de los 
menores, hará factible que puedan verdaderamente entenderlos, 
adoptarlos y llevarlos a la práctica para desarrollar su propio proyecto de 
vida y elevar su existencia conforme a su propia cosmovisión. En 
particular, esta facultad implica, desde luego, el derecho a tomar 
decisiones sobre sus hijos con base en sus creencias, como podría ser el 
organizar la vida dentro de la familia de conformidad con su religión o sus 
convicciones, el instruir a los hijos en materia religiosa, y el llevarlos a 
practicar un culto público o a celebrar determinadas festividades. Con 
todo, siempre deberá educarse al niño en un espíritu de comprensión, 
tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y hermandad universal, respeto 
de la libertad de religión o de convicciones de los demás y en la plena 
conciencia de que su energía y sus talentos deben dedicarse al servicio de 
la humanidad. Por lo demás, la práctica de la religión o convicciones en 
que se educa a un niño no deberá perjudicar su salud física o mental ni su 
desarrollo integral. 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA VI/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO DE LOS PADRES A TOMAR DECISIONES MÉDICAS POR 
SUS HIJOS. Una decisión que forma parte del espectro de elecciones 
autónomas que toman los padres bajo el amparo de la privacidad familiar 
radica en la libertad de tomar decisiones médicas por sus hijos. En efecto, 
son los padres quienes, en principio, protegen de mejor manera los 
intereses de sus hijos. Dados los lazos de amor y convivencia son ellos 
quienes procuran en mayor medida la satisfacción de los derechos a la 
salud y vida de los niños; además, son ellos quienes mejor conocen sus 
deseos y preocupaciones. Ahora bien, en los contextos médicos, mientras 
los niños carezcan de la madurez necesaria para tomar las decisiones 
concernientes a su salud por sí mismos, sus tutores o padres deberán 
asumir este rol, siempre buscando satisfacer el mejor interés del niño. La 
libertad de tomar estas decisiones está protegida por la privacidad familiar, 
lo cual confiere a los padres la responsabilidad de ponderar diversas 
razones con base en asesoramiento médico, y elegir aquello que mejor 
convenga a los intereses del menor, libres de interferencias arbitrarias en 
su vida privada. Particularmente en el ámbito médico los padres se 
enfrentan a un escenario complejo, pues con base en la asesoría de los 
médicos, deben ponderar cuidadosamente la eficacia y los riesgos de los 
tratamientos de acuerdo con la condición clínica que afecte a su hijo. En 
esa encrucijada, están llamados a velar en todo momento por el bienestar 
de sus hijos, por lo que debe existir una correspondencia entre la decisión 
médica que asuman y las medidas terapéuticas que mejor permitan al 
menor mantener su integridad y recuperar su salud. Evidentemente, su 
deber es proteger siempre el interés superior del menor; a esta 
consideración deben asignar un valor fundamental y prevalente en 
cualquier decisión que tomen. 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
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de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA VII/2019 (10a.) 
 
 

AUTONOMÍA PROGRESIVA DE LOS MENORES. DERECHO DE LAS 
NIÑAS Y LOS NIÑOS A DECIDIR EN CONTEXTOS MÉDICOS.  Si bien 
los padres son los legitimados prima facie para decidir por sus hijos 
menores de edad en los contextos médicos, los artículos 5 y 12 de la 
Convención de los Derechos del Niño, reconocen a los menores como 
sujetos de derechos y partícipes activos en la toma de las decisiones que 
les conciernen. Así, los menores de edad ejercen sus derechos de manera 
progresiva en la medida en que van desarrollando un mayor nivel de 
autonomía. A esto se ha denominado “evolución de la autonomía de los 
menores”. De acuerdo con lo anterior, en la medida en que se desarrolla la 
capacidad de madurez del niño para ejercer sus derechos con autonomía, 
disminuye el derecho de los padres a tomar decisiones por él. Esto quiere 
decir que alcanzado cierto grado de madurez, el niño o la niña, puede 
decidir qué decisiones tomar con base en esta. Como consecuencia, en 
algunos casos puede tomar decisiones médicas por él mismo.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
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de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
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TESIS AISLADA VIII/2019 (10a.) 
 
 

AUTONOMÍA PROGRESIVA DE LOS MENORES. DERECHO DE LAS 
NIÑAS Y LOS NIÑOS A EJERCER SU LIBERTAD RELIGIOSA. De la 
libertad religiosa en relación con el derecho a la vida privada familiar se 
desprende el derecho de los progenitores a educar a sus hijos menores de 
edad en la fe que decidan. Efectivamente, en la privacidad de las 
relaciones familiares, la libertad religiosa se expresa a través de las 
creencias que los padres desean inculcar a sus hijos. Así, constituye un 
derecho de los padres el formar a sus hijos en la religión que prefieran. Sin 
embargo, los artículos 5 y 12 de la Convención de los Derechos del Niño 
reconocen a los menores como sujetos de derechos y partícipes activos 
en la toma de las decisiones que les conciernen. Así, los menores de edad 
ejercen sus derechos de manera progresiva en la medida en que van 
desarrollando un mayor nivel de autonomía. De acuerdo con lo anterior, en 
la medida en que se desarrolla la capacidad de madurez del menor para 
ejercer sus derechos con autonomía, disminuye el derecho de los padres 
a tomar decisiones por él. Esto quiere decir que alcanzado cierto grado de 
madurez la niña o el niño puede tomar decisiones respecto a qué 
creencias y prácticas religiosas desea adoptar. Desde luego, el que el 
menor pueda ejercer por sí mismo su derecho a la libertad religiosa en un 
caso o instancia particular depende de una evaluación cuidadosa de su 
nivel de desarrollo y del balance de los intereses en juego. A fin de 
determinar la capacidad de los menores para tomar decisiones sobre el 
ejercicio de sus derechos, es fundamental que los juzgadores realicen una 
ponderación entre la evaluación de las características propias del menor 
(edad, nivel de maduración, medio social y cultural, etcétera) y las 
particularidades de la decisión (tipo de derechos que implica, los riesgos 
que asumirá el menor en el corto y largo plazo, entre otras cuestiones). 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
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quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía 
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Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
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TESIS AISLADA IX/2019 (10a.) 
 
 

DERECHOS A LA SALUD Y VIDA DE LOS NIÑOS COMO LÍMITE A 
LOS DERECHOS A LA PRIVACIDAD FAMILIAR Y LIBERTAD 
RELIGIOSA. Los padres gozan con un ámbito de autonomía muy amplio 
para tomar numerosas decisiones por sus hijos —a qué escuela van 
acudir, en donde deciden vivir, qué valores inculcar y qué religión 
enseñarles—, y autonomía para sopesar diversas razones y elegir lo que 
estimen mejor para ellos sin intervenciones externas. En ese sentido, se 
presume que son los más aptos para decidir lo que resulte más favorable 
para las niñas y niños a su cargo. Sin embargo, el interés superior del 
menor es una consideración prevalente tratándose de decisiones que son 
críticas para el futuro o bienestar de un menor, como aquellas 
relacionadas con su derecho a la salud y a la vida. Así, el derecho de los 
padres a tomar esas decisiones sin interferencias encuentra su límite en la 
salud y la vida del menor. En efecto, esta Primera Sala entiende que las 
decisiones de los padres sobre sus hijos, aunque inicialmente protegidas 
por un claro campo de autonomía, no pueden ser sostenidas si colocan en 
riesgo la salud del menor. En estos casos está justificado intervenir en la 
autonomía familiar con el objeto de impedir una afectación a la integridad 
del menor. Ello obedece a que los derechos parentales tienen fundamento 
precisamente en la protección que deben brindar los padres a sus niños. 
De manera similar, la libertad religiosa y el derecho a la vida privada 
familiar no comprenden la imposición de prácticas religiosas que 
comprometan la salud y vida de los niños. En otras palabras: la libertad 
religiosa no confiere a los padres la autoridad para decidir sobre la vida o 
la muerte de sus hijos menores de edad; así, los derechos de los padres 
encuentran su límite ahí donde se pone en riesgo la vida de sus hijos.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
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TESIS AISLADA X/2019 (10a.) 
 
 

INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN LA PRIVACIDAD FAMILIAR. 
SUPUESTO DE RIESGO A LA VIDA DEL MENOR EN CONTEXTOS 
MÉDICOS. Los padres son libres de formar a sus hijos en la religión que 
elijan conforme a sus convicciones, y son quienes están legitimados para 
autorizar decisiones médicas sobre ellos. Sin embargo, el ejercicio de esta 
libertad no debe poner en riesgo la vida del menor. En consecuencia, el 
Estado puede interferir válidamente la autonomía parental para tomar 
decisiones por los padres cuando sus elecciones coloquen en riesgo la 
vida de sus hijos. Tratándose particularmente de contextos médicos, la 
puesta en riesgo de la vida de un niño se actualiza cuando los padres, 
privilegiando sus creencias religiosas, se rehúsan a seguir el tratamiento 
médico idóneo para salvar la vida de su hijo menor de edad. Al respecto, 
el tratamiento médico idóneo para salvar la vida es aquél que ya ha sido 
acreditado por la comunidad médica como el procedimiento más efectivo 
para tratar determinada condición letal. En esa medida, se trata de una 
intervención médica que no presenta una disputa científica sustancial 
sobre su eficacia y confiabilidad. De acuerdo con lo anterior, un 
tratamiento idóneo es aquél procedimiento recomendado por la ciencia 
médica que cuenta con el nivel más alto posible de consolidación científica 
y que, por lo tanto, se indica con el mayor grado prioridad. En suma, el 
principio de interés superior del menor impone que siempre deba optarse 
por el tratamiento que cuente con mayor probabilidad de salvar la vida de 
un niño.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
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Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
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dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XI/2019 (10a.) 
 
 

AUTONOMÍA PARENTAL. LINEAMIENTOS PARA SU INTERVENCIÓN 
POR PARTE DEL ESTADO EN UN CONTEXTO MÉDICO. El Estado 
puede actuar para proteger a un menor si, con base en sus creencias 
religiosas, los padres se oponen a que se le aplique el tratamiento idóneo 
para salvar su vida, en el entendido de que la intervención estatal en un 
contexto médico está regulada por lineamientos encaminados a preservar 
el interés superior del menor sin atropellar los derechos de los padres. En 
este sentido, dichos lineamientos son relevantes desde que el menor es 
presentado para recibir servicios médicos, hasta que –en caso de un 
riesgo para su vida– el Estado interviene con el fin de tutelar sus 
derechos. En primer lugar, el personal sanitario debe informar a los padres 
sobre los tratamientos médicos que recibirá el niño, pues son ellos 
quienes, en principio, tomarán una decisión; en ese sentido, los padres 
tienen derecho a conocer las alternativas médicas disponibles para tratar a 
sus hijos. Así, los médicos deben proveer a los padres con suficiente 
información de modo que les permita ponderar efectivamente las ventajas 
y los inconvenientes de diversos procedimientos, para elegir el que mejor 
convenga a los intereses del menor. En segundo, si los médicos advierten 
un riesgo para la vida del menor, tienen la obligación de hacerlo del 
conocimiento de las autoridades de protección de menores, lo cual ocurre 
si los padres pretenden impedir que se aplique el tratamiento más apto 
para salvar su vida, y pugnan por un tratamiento que es inferior conforme 
a la lex artis médica. Sin perjuicio de lo anterior, en presencia de una 
situación urgente, puede ser indispensable que el médico tratante 
intervenga sin el consentimiento con la finalidad de preservar la vida del 
menor. En tercero, las entidades públicas deben respetar ciertos 
lineamientos al intervenir en la autonomía familiar y decidir si asumen la 
protección provisional del menor. Al respecto, la tutela que ejercen las 
entidades públicas es la medida provisional o transitoria para proteger los 
derechos e intereses de los menores cuando se coloquen en riesgo; así, a 
partir de la denuncia del personal médico, las autoridades de protección a 
la infancia deberán realizar las actuaciones que estimen necesarias para 
asegurarse de la existencia o no de la vulneración o restricción a sus 
derechos. Concretamente, las autoridades estatales deberán indagar 
inmediatamente sobre la veracidad de los hechos denunciados y 
determinar si existen elementos o razones para iniciar un procedimiento 
administrativo de protección, y si la autoridad aprecia que existen 
elementos para ello, entonces deberá tomar la representación en 
suplencia de los menores involucrados. Como no puede ser de otro modo, 
las medidas provisionales que dicten las entidades públicas deberán 
fundarse en el interés superior del menor, ser especialmente sensibles al 
grado de premura con la que sea necesario actuar para salvaguardar su 
salud, ser provisionales y tener un efecto inmediato.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
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Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
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dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de treinta de enero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a treinta 
y uno de enero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XII/2019 (10a.) 
 
 

INTERVENCIÓN ESTATAL EN LA AUTONOMÍA FAMILIAR EN UN 
CONTEXTO MÉDICO. DEBERES DEL ESTADO DERIVADOS DE LA 
PRIVACIDAD FAMILIAR Y EL DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN. 
El Estado puede actuar para proteger a un menor si, con base en sus 
creencias religiosas, los padres se oponen a que se aplique al menor el 
tratamiento idóneo para salvar su vida. Esta protección se hace efectiva a 
través de la tutela provisional del menor. Lo anterior, no autoriza al Estado 
a desplazar los derechos a la privacidad familiar y a la no discriminación 
de los progenitores, sino que derivado de estos derechos debe observar 
lineamientos mínimos para garantizar su disfrute. En primer lugar, la tutela 
que asuma el Estado se encuentra limitada a tomar las decisiones 
médicas concernientes a la recuperación de la salud del niño, por el 
tiempo que dure el tratamiento médico, y no debe desplazar de ningún 
modo los demás derechos que tienen los padres en el núcleo familiar. Aun 
cuando el interés superior del menor es el parámetro central en estos 
casos, las autoridades involucradas también deben procurar la unidad y 
estabilidad familiar, tratando de incorporar a los padres en las decisiones 
médicas. En segundo lugar, los padres en todo momento tienen derecho a 
recibir información acerca del estado de salud de sus hijos, así como en 
cuanto a los tratamientos y medicamentos que se le aplican al menor de 
edad. Asimismo, siempre que sea médicamente posible los padres tienen 
derecho a estar junto a sus hijos y no deben ser separados en contra de 
su voluntad salvo en casos estrictamente necesarios. En tercer lugar, las 
instituciones de salud tienen la obligación de proporcionarles una atención 
adecuada y libre de discriminación. En ese contexto, es importante que las 
autoridades implicadas reconozcan la situación de vulnerabilidad en la que 
pueden ubicarse las minorías religiosas, especialmente por profesar una 
creencia contraria al paradigma médico. Por lo tanto, las autoridades 
involucradas deben velar porque estas personas no sean estigmatizadas 
como malos padres o que sean relegadas a tomar un papel secundario en 
la recuperación del menor.  
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
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TESIS AISLADA XIII/2019 (10a.) 
 
 

DERECHO DE LOS PROGENITORES DE UN MENOR DE EDAD A 
OPTAR POR UN TRATAMIENTO ALTERNATIVO EN CONTEXTOS 
MÉDICOS. Cuando la madre o el padre de un menor de edad lo presentan 
a alguna institución sanitaria para recibir servicios de salud, regularmente 
los médicos efectúan un diagnóstico del paciente y en la medida de lo 
posible recomiendan uno o varios tratamientos a seguir. De acuerdo con el 
derecho al consentimiento informado, los padres son quienes están a 
cargo de considerar las intervenciones propuestas por los médicos y 
otorgar el consentimiento en representación de su menor hijo para que se 
realicen los procedimientos respectivos. En este contexto, los progenitores 
de un menor de edad tienen derecho a conocer, comprender y postular un 
tratamiento alternativo al indicado en ejercicio de su derecho al 
consentimiento informado, mismo que deberá ser considerado 
cuidadosamente por los médicos con objeto de determinar si cuenta con 
una eficacia similar o comparable a la del tratamiento idóneo. Así —si la 
situación médica del menor lo permite—, los progenitores pueden solicitar 
que se les informe de las alternativas médicas disponibles, y el personal 
sanitario las debe exponer detalladamente, intentando que aquéllos 
comprendan cabalmente sus alcances. En otras palabras, los médicos 
deben proveer a los padres con suficiente información de un modo que les 
permita ponderar efectivamente las ventajas y los inconvenientes de 
diversos procedimientos, a efecto de elegir aquél que mejor convenga a 
los intereses del menor. Con todo, si no existe un procedimiento 
alternativo similar o de eficacia comparable al tratamiento indicado por la 
lex artis médica, y los padres insisten en su objeción, el Estado podrá 
asumir la tutela del niño con la finalidad de autorizar que el menor reciba 
aquel tratamiento que cuenta con una capacidad científicamente 
comprobada para salvar su vida. 
 
Amparo en revisión 1049/2017. 15 de agosto de 2018. Mayoría de cuatro 
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TESIS AISLADA XIV/2019 (10a.) 
 
 

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. PARÁMETROS PARA CALCULAR EL 
MONTO DE INDEMNIZACIÓN QUE CORRESPONDE POR EL DAÑO 
MORAL QUE GENERÓ. Los daños morales derivados de la violencia 
doméstica son indemnizables económicamente. La traducción de la 
reparación económica derivada del daño moral, es más compleja que la 
derivada del daño patrimonial. En efecto, resulta particularmente difícil 
establecer los parámetros que deberán tomarse en cuenta a la hora de 
fijar el quantum de la reparación. Su determinación oscila entre el margen 
de discrecionalidad que debe tener el juzgador para ponderar todos 
aquellos elementos subjetivos que intervienen en la calificación del daño, 
sus consecuencias y en lo que efectivamente debe ser compensado; y la 
arbitrariedad que puede generarse al momento de fijar dicha reparación 
sin explicitar los elementos que conducen al juzgador a arribar a dicha 
conclusión. No obstante, existen factores para cuantificar la indemnización 
económica derivada del daño moral por violencia familiar, estos son: i) el 
tipo de derecho o interés lesionado, ii) el nivel de gravedad del daño, iii) 
los gastos devengados o por devengar derivados del daño moral, iv) el 
grado de responsabilidad del responsable, y v) la capacidad económica de 
este último.  
 
Amparo directo en revisión 5490/2016. 7 de marzo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las 
consideraciones. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
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TESIS AISLADA XV/2019  (10a.) 
 
 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. ENTRE LA FECHA 
EN QUE SE NOTIFICA O CITA AL SUSTRACTOR AL INICIO DEL 
PROCEDIMIENTO RELATIVO Y LA DATA QUE SE FIJE PARA LA 
AUDIENCIA, DEBE EXISTIR UN PLAZO RAZONABLE. En los 
procedimientos de restitución internacional de menores, la demostración 
de las causales extraordinarias para oponerse a la restitución, 
establecidas en los artículos 12, 13 y 20 de la Convención sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, no sólo 
repercute en la esfera jurídica del progenitor sustractor y sus derechos de 
custodia, sino también en el interés superior del menor, ante el derecho 
que tiene a no ser sujeto a mayores afectaciones en su integridad física y 
psicológica que conllevaría el nuevo desplazamiento. En este sentido, 
para cumplir los fines de la Convención mencionada (la protección del 
interés superior del menor y el derecho de custodia, así como llevar 
procesos transparentes) y en atención a las buenas prácticas para la 
eficacia del tratado, debe establecerse un plazo razonable entre la fecha 
en que se notifica o cita el inicio del procedimiento judicial para la 
restitución internacional de menores y la data que se fije para la audiencia, 
pues de lo contrario, no podría afirmarse que el procedimiento instaurado 
cumple con las formalidades esenciales (ofrecer y desahogar las pruebas), 
ya que los fines convencionales y constitucionales no tendrían una 
traducción práctica. 
 
Amparo directo en revisión 997/2018. 5 de septiembre de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.  
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rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XVI/2019 (10a.) 
 
 

COMPETENCIA ECONÓMICA. ARTÍCULO 36 DE LA LEY FEDERAL DE 
LA MATERIA ABROGADA, QUE PREVÉ LA IMPOSICIÓN DE UNA 
MULTA, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA. Del análisis del 
artículo 33 de la ley citada que prevé, entre otras cuestiones, que la 
Comisión Federal de Competencia emplazará con el oficio de 
responsabilidad al probable responsable, el que contará con un plazo de 
30 días para manifestar lo que a su derecho convenga, adjuntar los 
medios de prueba documentales, y ofrecer las pruebas que ameriten algún 
desahogo, en relación con el artículo 36 que establece que la comisión 
aludida, en la imposición de multas, deberá considerar la gravedad de la 
infracción, el daño causado, los indicios de intencionalidad, la participación 
del infractor en los mercados, el tamaño del mercado afectado, la duración 
de la práctica o concentración y la reincidencia o antecedentes del 
infractor, así como su capacidad económica, deriva que el procedimiento 
administrativo comienza con el oficio aludido y culmina con la resolución 
que al efecto emita el Pleno de la Comisión Federal de Competencia, el 
cual puede contener la imposición de alguna de las sanciones 
establecidas en el capítulo VI de la propia ley. En atención a lo anterior, el 
artículo 36 de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada, que 
prevé la posibilidad de que el Pleno de la Comisión referida imponga una 
multa, no viola el derecho de audiencia, pues no constituye un 
procedimiento nuevo o aislado, ni una aplicación impositiva que resulte de 
hechos novedosos y sobre los cuales el gobernado no haya tenido 
oportunidad de combatir. Además, el derecho referido se respeta una vez 
que se ha determinado la multa, ya que es a partir de ello, que los 
gobernados tienen oportunidad de ser escuchados para desvirtuar los 
hechos que se les imputan, conforme al artículo 28, párrafo vigésimo, 
fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que establece, entre otros aspectos, que los actos u omisiones de la 
Comisión Federal de Competencia Económica podrán impugnarse 
mediante el juicio de amparo indirecto; además de que la sanción 
impuesta se materializará hasta que se resuelva el juicio de amparo que, 
en su caso, se promueva. 
 
Amparo en revisión 418/2018. 12 de septiembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XVII/2019 (10a.) 
 
 

INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS. EL 
ARTÍCULO 139, FRACCIÓN VI, INCISO A), DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA ABROGADA, NO VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El precepto citado, al establecer que las sanciones correspondientes a las 
infracciones previstas en la propia ley, así como a las disposiciones que 
de ella emanen, serán impuestas administrativamente por la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas, y que la multa que procederá imponer 
cuando la conducta infractora consista en realizar operaciones prohibidas 
o en exceder los porcentajes o montos máximos determinados por la 
propia ley, así como en no mantener los porcentajes o montos mínimos 
que se exigen, y no tenga una sanción específica, se determinará sobre el 
importe de la operación y sobre el exceso o el defecto de los porcentajes o 
montos fijados, respectivamente, sin exceder del 4% de las reservas 
correspondientes o del capital pagado o fondo social, no viola el artículo 
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que 
prohíbe, entre otras cuestiones, la multa excesiva, pues para la 
determinación de esa sanción no se introduce elemento ajeno alguno, ya 
que se toma como base la conducta infractora, a saber, el importe de la 
operación y el exceso o el defecto de los porcentajes o montos fijados. 
Además, el artículo 139, fracción VI, inciso a), de la Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros abrogada, prevé un 
límite máximo del 4% para que la autoridad administrativa pueda graduar 
la sanción, entre un parámetro mínimo y uno máximo, respetando la 
capacidad económica del infractor, a fin de que aquélla no sea excesiva 
para éste. 
 
Amparo directo en revisión 3993/2018. Seguros Inbursa, S.A., Grupo 
Financiero Inbursa. 19 de septiembre de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Impedido: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Brenda Montesinos Solano. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XVIII/2019 (10a.) 
 
 

APELACIÓN. SE PUEDEN ANALIZAR EN ESE RECURSO 
VIOLACIONES PROCESALES, SIEMPRE QUE NO CONSTITUYAN 
COSA JUZGADA O SE ACTUALICE LA PRECLUSIÓN. El artículo 688, 
primer párrafo, del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, 
aplicable en la Ciudad de México, establece que el objeto del recurso de 
apelación es que el tribunal de alzada revise las resoluciones emitidas por 
el a quo. Por otra parte, doctrinalmente, se ha considerado que en 
apelación no se deben analizar cuestiones que no figuren en la sentencia 
de primer grado, ya que por tratarse de un recurso en el que el tribunal de 
alzada asume una función revisora, sólo se le faculta para corregir los 
errores en que hubiera incurrido el a quo al dictarla. Sin embargo, del texto 
del citado precepto legal no se advierte una prohibición expresa para que 
el tribunal de alzada analice cuestiones diversas a la resolución de primera 
instancia; pues de dicho numeral, en relación con el artículo 693 del 
mismo ordenamiento procesal, no se distingue entre agravios que se 
refieran al procedimiento o al fondo; por lo que en el recurso de apelación 
podrán hacerse valer violaciones procesales, con excepción de los 
siguientes supuestos: 1.- cuando ya fueron analizadas a través de 
diversos recursos, pues existe cosa juzgada, esto es, no se le podría 
obligar a decidir dos veces la misma cuestión que ya resolvió, ni puede 
revocar sus propias determinaciones, y ii) cuando en su contra no se haya 
hecho valer el recurso ordinario que prevea la legislación aplicable, ya que 
habrá operado la preclusión. 
 
Amparo directo en revisión 798/2018. 17 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, 
apartándose de las consideraciones. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XIX/2019 (10a.) 
 
 

AGUAS NACIONALES. ES POSIBLE CEDER LOS DERECHOS Y 
OBLIGACIONES OTORGADOS EN LOS TÍTULOS DE CONCESIÓN 
PARA LA EXPLOTACIÓN, USO O APROVECHAMIENTO DE ESE 
RECURSO NATURAL, DE FORMA GRATUITA, ONEROSA O BAJO 
CUALQUIER OTRA MODALIDAD O CONDICIÓN, SIEMPRE QUE NO 
SE CONTRAVENGA LA NORMATIVIDAD APLICABLE. Del artículo 27, 
párrafos primero, tercero y sexto, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con el título cuarto, capítulo V, de 
la Ley de Aguas Nacionales, se advierte que si bien esta última establece 
que la transmisión de los títulos de concesión para la explotación, uso o 
aprovechamiento de las aguas nacionales que se efectúen en 
contravención a la propia ley, serán nulas y no producirán efecto alguno, lo 
cierto es que si la ley citada, permite que una persona física ceda los 
derechos y obligaciones que le fueron otorgados mediante concesión, a 
otro particular, sin establecer límites a las modalidades que pudieran 
contener los actos jurídicos que celebren los particulares a fin de transmitir 
los títulos de concesión, es factible concluir que no hay impedimento 
alguno para que se pacten de forma gratuita u onerosa, así como que 
estén en posibilidades de estipular cualquier otra modalidad o condición 
que no implique la contravención de la normatividad aplicable y al propio 
título de concesión, a fin de que sean válidos ante la autoridad de la 
materia. Lo anterior es conforme con el principio de la autonomía de la 
voluntad, que rige a los contratos civiles, en virtud del cual los particulares 
pueden realizar todo lo que les está permitido y lo que no les está 
expresamente prohibido. 
 
Amparo directo en revisión 5158/2018. Gerardo Antonio Plascencia 
Regalado. 14 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XX/2019 (10a.) 
 
 

REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. EL ARTÍCULO 
7.151 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO, QUE PERMITE 
AL JUEZ ESTABLECER UNA INDEMNIZACIÓN MAYOR A LA 
ESTABLECIDA EN LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, ES ACORDE 
CON LOS PARÁMETROS DE CONSTITUCIONALIDAD Y 
CONVENCIONALIDAD DE ESE DERECHO FUNDAMENTAL. En relación 
con el derecho fundamental a la reparación integral, suficiente y justa, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que dicho derecho 
no es compatible con la existencia de topes, tarifas o montos máximos que 
impidan que la cuantificación de una indemnización atienda a las 
características específicas de cada caso, pues ello restringiría de forma 
directa el núcleo del derecho fundamental a una reparación integral o justa 
indemnización. Así, el artículo 7.151 del Código Civil del Estado de 
México, que establece que si el daño origina una incapacidad para 
trabajar, que sea parcial permanente, parcial temporal o total temporal, la 
indemnización será fijada por el Juez, considerando las prevenciones de la 
Ley Federal del Trabajo, y que dicha indemnización podrá aumentarse 
prudentemente al arbitrio del juzgador, considerando la posibilidad 
económica del obligado y la necesidad de la víctima, es acorde con los 
parámetros de constitucionalidad y convencionalidad de ese derecho 
fundamental, pues permite que el Juez no se limite a cuotas 
preestablecidas por la legislación laboral, sino que en atención al caso 
concreto, en especial a la capacidad económica del obligado y a la 
necesidad de la víctima, tenga un margen amplio para reparar de forma 
integral al afectado los daños efectivamente ocasionados por la incidencia 
en su vida, salud o integridad personal, buscando que las víctimas no 
sean sub- o sobreindemnizadas y que la determinación no penda de un 
parámetro base. 
 
Amparo directo en revisión 4332/2018. Mario Alberto Sánchez Anievas. 
21 de noviembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXI/2019 (10a.) 
 
 

TUTELA LEGÍTIMA. EL ARTÍCULO 540 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE GUANAJUATO, AL PREVER QUE EL MARIDO ES TUTOR 
LEGÍTIMO Y FORZOSO DE SU MUJER Y ÉSTA LO ES DE SU MARIDO, 
HACE UNA DISTINCIÓN ENTRE EL MATRIMONIO Y EL 
CONCUBINATO QUE NO ESTÁ DEBIDAMENTE JUSTIFICADA. El 
precepto citado, al prever que el marido es tutor legítimo y forzoso de su 
mujer y ésta lo es de su marido, hace una distinción entre el matrimonio y 
el concubinato que no está debidamente justificada, al no incluir a éste en 
dicha relación, pues no es objetiva, ni razonable, ya que esas instituciones 
son equiparables para efectos de la designación de tutor, por este motivo, 
el artículo 540 del Código Civil para el Estado de Guanajuato debe 
interpretarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en el sentido de que los concubinos son tutores legítimos y 
forzosos uno del otro. Lo anterior es así, ya que desde la perspectiva del 
modelo social de discapacidad puede presumirse que, habiendo elegido 
una persona compartir su vida con alguien más como concubinos, en el 
caso de que adquiera una discapacidad, elegiría como su tutor a su 
concubinario o concubina respectivamente, debido al especial vínculo que 
existe entre ambos; afirmar lo contrario, implicaría minimizar el vínculo 
afectivo que existe entre los concubinos. Además, la presunción de que el 
concubinario o la concubina respectivamente, es la persona idónea para 
fungir como tutor podría ser derrotada en los casos en los cuales se 
compruebe una notoria incompetencia de éste para asistir a la persona 
con discapacidad; de ahí que si la legislación otorga prelación al cónyuge 
en atención a las cualidades que entraña el vínculo afectivo del 
matrimonio y dicho vínculo es esencialmente igual en el concubinato, la 
distinción no obedece a una finalidad constitucionalmente imperiosa. 
 
Amparo directo en revisión 387/2016. 26 de abril de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXII/2019 (10a.) 

 
DELITO DE CORRUPCIÓN DE PERSONAS MENORES DE EDAD. 
PARA VERIFICAR EL SUPUESTO TÍPICO DE VÍCTIMAS 
ADOLESCENTES EN ACTOS SEXUALES SE DEBE PONDERAR SI 
EJERCIERON LIBREMENTE SUS DERECHOS. El artículo 184 del 
Código Penal para la Ciudad de México prevé el delito de corrupción de 
personas menores de dieciocho años de edad bajo el supuesto típico de 
inducirlas a realizar actos sexuales. La anterior descripción legal exige 
verificar la vulneración al bien jurídico tutelado por la norma penal; mas 
puede conllevar también la actualización de hipótesis bajo las cuales no se 
configure el delito. En principio, se debe distinguir cuando la víctima sea 
infante, en cuyo caso, siempre se configura el delito. En cambio, ante el 
diverso caso de que la persona identificada como víctima sea adolescente, 
se debe ponderar si pudo existir una situación de igualdad y libertad frente 
a la señalada como imputada, lo que justificaría el válido consentimiento 
de aquélla, pues en estas condiciones no se vulneraría el bien jurídico 
penal consistente en su sano y libre desarrollo sexual. Bajo este contexto, 
son válidas las situaciones en que puede afirmarse, de manera objetiva y 
razonable, que hubo consentimiento válido de la persona adolescente 
para sostener una relación o acto sexual; esto es, cuando no existe una 
relación asimétrica de poder o cualquier otra condición de desigualdad que 
impidiera reconocer su consentimiento válido; por ejemplo, una notoria 
diferencia de edad y desproporcional para justificar lo anterior, cuestiones 
jerárquicas -de supra a subordinación- que revelaran una condición de 
poder u otra que viciara su consentimiento válido. Así, bajo el principio del 
interés superior de la persona adolescente, se actualiza, de manera 
especial, su derecho a que se les escuche, así como a ejercer su 
sexualidad de manera libre; esto es, sin prohibición del Estado, antes bien, 
éste debe garantizarla conforme a un sistema integral de salud e 
información; de ahí que la autoridad que aplica la norma debe ponderar 
sus derechos de igualdad y libre desarrollo de la personalidad, así como 
sexuales o reproductivos. Del mismo modo, debe ponderar la validez de 
reprochar penalmente actos sexuales bajo este contexto a la persona 
señalada como imputada, para lo cual deberá verificar si dicho reproche 
penal se sustenta en fines legítimos, además de que la medida sea 
idónea y necesaria, así como si es proporcional frente al bien jurídico 
penal que se pretende proteger. En consecuencia, se deben ponderar las 
situaciones bajo las que una persona adolescente pudo válidamente haber 
tenido una relación o acto sexual; lo que no configuraría un delito 
reprochado a otra como imputada, sino que aquella ejerció libremente sus 
derechos sexuales o reproductivos. 
 
Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró que el recurso 
era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José 
Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 



 
 

 
 

 

de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XXIII/2019 (10a.) 
 
 

INTERÉS SUPERIOR DE LA PERSONA MENOR DE EDAD 
IDENTIFICADA COMO VÍCTIMA DEL DELITO. DEBE PONDERARSE 
FRENTE A LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, DEFENSA ADECUADA 
Y DEBIDO PROCESO PENAL DE LA PERSONA IMPUTADA. La tutela 
constitucional de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que 
sean partes en el proceso penal se sostiene en los artículos 1°, 4° y 20 de 
la Constitución, 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y 3º de la Convención sobre los Derechos del Niño; todo ello bajo la tutela 
prevalente de su interés superior, especialmente, cuando se les identifica 
como víctimas de delitos. Sin embargo, en materia penal, dicho interés 
superior requiere una necesaria ponderación bajo los principios rectores 
del sistema penal garantista propio de nuestro Estado democrático de 
derecho. Esto implica partir de la propia naturaleza jurídica del proceso 
penal, incluso, diversa a otros, como es la materia civil y familiar. Así, 
deben respetarse los derechos humanos de debido proceso penal y de 
defensa de la persona imputada, así como el principio de presunción de 
inocencia, en armonía con la tutela de ambas partes en equilibrio procesal, 
especialmente, frente al poder represivo del Estado; lo que se torna más 
grave bajo la coadyuvancia de la víctima con el ministerio público. Lo 
anterior implica que es inconstitucional el hecho de que puedan rebasarse 
las funciones del órgano acusador o suplirse su actuación, como tampoco 
contravenirse cualquier otro principio constitucional que rige el debido 
proceso penal. Bajo tales premisas, es inadmisible que bajo la aducida 
tutela de la persona identificada como víctima puedan vulnerarse los 
derechos de la persona imputada. Incluso bajo el principio del interés 
superior de la infancia y adolescencia, y aún en los casos más extremos, 
como lo establece el Protocolo Facultativo de la Convención Sobre los 
Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la 
Utilización de los Niños en la Pornografía, en su artículo 8, número 6, nada 
de lo dispuesto en el propio instrumento se entenderá en perjuicio de los 
derechos de la persona acusada a un juicio justo e imparcial, ni será 
incompatible con esos derechos.  
 
Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró que el recurso 
era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José 
Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XXIV/2019 (10a.) 
 
 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE A FAVOR DE LA VÍCTIMA 
DEL DELITO. ES IMPROCEDENTE SI ES EL IMPUTADO QUIEN 
PROMOVIÓ EL JUICIO DE AMPARO, AUN CUANDO AQUELLA SEA 
MENOR DE EDAD. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha reconocido la suplencia de la queja para la víctima del delito 
sólo cuando promueve el juicio de amparo, además de que no opera 
cuando es tercera interesada. Ahora, debe enfatizarse que sólo en los 
casos en que la queja se haya instado por alguien menor de edad, 
procedería dicha suplencia. En cambio, si es la parte imputada quien hace 
valer el medio de impugnación, la suplencia sólo puede operar a su favor, 
es decir, de manera precisa y delimitada, a su propia queja o causa de 
pedir, pero no a favor de la víctima, aun cuando sea menor de edad, pues 
esta no ha sido la parte inconforme, antes bien, ha sido contraparte de 
aquella tanto en el proceso penal como en el juicio de amparo. Así, 
extrapolar el principio de la suplencia de la queja deficiente a las partes 
que no son inconformes en cualquier medio de impugnación, implica 
desvirtuar su sentido y alcance, así como atentar contra los principios de 
instancia de parte y relatividad de la sentencia, aunado a que no se puede 
agravar su situación jurídica bajo el principio non reformatio in peius. Por 
tanto, se vulnerarían dichos principios cuando la imputada, como quejosa, 
es quien instó la acción constitucional, no obstante lo cual se protege a su 
contraparte, es decir, la víctima, lo que no puede hacerse aún bajo el 
interés superior de ésta como menor de edad.  
 
Amparo directo en revisión 2902/2014. 13 de junio de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró que el recurso 
era improcedente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José 
Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veinte de febrero de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XXV/2019 (10a.) 
 
 

NOTIFICACIONES PERSONALES. EL ARTÍCULO 318, FRACCIÓN III, 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
GUANAJUATO QUE LAS PREVÉ, NO VIOLA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado, al 
establecer que las notificaciones serán personales cuando el tribunal 
estime que se trata de un caso urgente, o por alguna circunstancia deban 
ser personales, y así lo ordene expresamente, no viola el derecho 
fundamental a la seguridad jurídica, reconocido por el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aun cuando no 
defina el vocablo “urgente” ni la expresión “por alguna circunstancia”, pues 
como lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la falta 
de definición de términos o locuciones no es un aspecto que dé lugar a 
considerar que existe una violación al derecho referido, en virtud de que el 
sentido que se atribuya a cada una de las palabras o expresiones 
empleadas en un precepto, en todo caso, será motivo de interpretación 
por los diferentes sistemas existentes. En ese sentido, la claridad de las 
leyes constituye uno de los imperativos para evitar o disminuir su 
oscuridad, ambigüedad, confusión y contradicción, tan es así, que la 
Constitución Federal prevé la interpretación legislativa y judicial de las 
normas, sin condicionar en ningún precepto su constitucionalidad al hecho 
de que describan detalladamente el significado adecuado de los vocablos 
utilizados en su redacción, en razón de que la exigencia de ese requisito 
tornaría imposible la función legislativa, pues dicha redacción se tornaría 
en una labor interminable y nada práctica, provocando que no se 
cumpliera oportunamente con la finalidad principal que busca esa función 
del Estado, que es regular y, en consecuencia, armonizar las relaciones 
humanas. Además, si bien es cierto que el artículo 318, fracción III, del 
Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, contiene 
una facultad discrecional para que la autoridad jurisdiccional ordene que 
una notificación se haga personalmente, atendiendo a la urgencia u otra 
circunstancia especial que así lo amerite, también lo es que aun así las 
partes en litigio y demás sujetos procesales saben “a qué atenerse”, por 
cuanto hace a qué tipo de determinaciones, en todo caso, deben 
notificarse de forma personal. 
 
Amparo directo en revisión 3224/2018. Antonia Angélica Gutiérrez 
Ramírez. 12 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: María Cristina Martín 
Escobar. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de seis de marzo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a siete de 
marzo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVI/2019 (10a.) 
 
 

APELACIÓN PREVENTIVA. EL ARTÍCULO 1344 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO NO VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD Y A LA NO 
DISCRIMINACIÓN. El artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos prevé, entre otras cuestiones, que queda 
prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas. 
Ahora bien, el artículo 1344 del Código de Comercio, al establecer que en 
los casos no previstos en el artículo 1345 del propio Código, la parte que 
se sienta agraviada por una resolución judicial que sea apelable, dentro 
del tercer día siguiente de aquel en que surta efectos su notificación, 
deberá hacer saber por escrito su inconformidad apelando 
preventivamente ésta sin expresar agravios, no vulnera el derecho a la 
igualdad y a la no discriminación, pues de su lectura se advierte que no 
establece un trato diferenciado y, menos aún, alguna distinción basada en 
una de las categorías sospechosas contenidas en el artículo 1o. 
constitucional, pues sólo dispone que quien tiene la carga de hacer valer 
la apelación preventiva es “la parte que se sienta agraviada por una 
resolución judicial”, por lo que no hace distingo alguno. 
 
Amparo directo en revisión 3301/2018. Rosa María Ramírez. 3 de 
octubre de 2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: María Cristina Martín Escobar. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de seis de marzo de dos mil diecinueve. Ciudad de México, a siete de 
marzo de dos mil diecinueve. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


